
 
 
 
 
 
 

 
Nota preliminar: Los datos que se suministran lo son a efectos meramente orientativos. 
El Ilustre Colegio de Abogados de Cartagena no se hace responsable de los cambios de 
legislación ni de la interpretación y cambios de criterio por parte de Juzgados y 
Tribunales, Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita ni, en general, cualquier 
Organismo competente.  
 
 
Requisitos económicos 
 
Sólo se reconoce a quienes litiguen en defensa de derechos o intereses propios, o ajenos 
cuando tengan fundamento en una representación legal. En este último caso, los 
requisitos para la obtención del beneficio vendrán referidos al representado. 
 
                 
1. Personas físicas, ciudadanos españoles, los nacionales de los demás Estados 
miembros de la Unión Europea y los extranjeros que se encuentren en España que, 
careciendo de patrimonio suficiente, cuenten con unos recursos e ingresos económicos 
brutos, computados anualmente por todos los conceptos y por unidad familiar, que no 
superen los siguientes umbrales: 
                
a) Dos veces el indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM) vigente en el 
momento de efectuar la solicitud cuando se trate de personas no integradas en ninguna 
unidad familiar. 
 
b) Dos veces y media el indicador público de renta de efectos múltiples vigente en el 
momento de efectuar la solicitud cuando se trate de personas integradas en alguna de 
las modalidades de unidad familiar con menos de cuatro miembros. 
 
c)  El triple de dicho indicador cuando se trate de unidades familiares integradas por 
cuatro o más miembros o que tengan reconocida su condición de familia numerosa de 
acuerdo con la normativa vigente. 
 
 
Nota 1. El IPREM es un índice que se publica oficialmente cada cierto tiempo para varias finalidades. 
 
A efectos meramente indicativos, durante al año 2020, el IPREM es: 
 
a) IPREM diario: 17,93 euros. 
b) IPREM mensual: 537,84 euros. 
c) IPREM anual: 6.454,03 euros. 
 
Concepto de unidad familiar: se estará a lo establecido en la Ley del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, equiparándose a los cónyuges no separados legalmente 
las parejas de hecho constituidas de conformidad con los requisitos que les fueran 
exigibles. 



Nota 2. A efectos meramente indicativos, la página web de la Agencia Tributaria indica: 
(https://www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio/_Segmentos_/Ciudadanos/Minimos__reducciones_
y_deducciones_en_el_IRPF/Declaracion_conjunta_en_el_IRPF/Unidad_familiar.shtml) 
 
En caso de matrimonio (modalidad 1ª): 
 
La integrada por los cónyuges no separados legalmente y, si los hubiere: 
Los hijos menores, con excepción de los que, con el consentimiento de los padres, vivan independientemente 
de estos. 
Los hijos mayores de edad incapacitados judicialmente sujetos a patria potestad prorrogada o rehabilitada. 
 
En defecto de matrimonio o en los casos de separación legal (modalidad 2ª): 
 
La formada por el padre o la madre y la totalidad de los hijos que convivan con uno u otra y reúnan los 
requisitos señalados para la modalidad 1ª anterior. 
 
De la regulación legal, a efectos fiscales, de las modalidades de unidad familiar, pueden extraerse las 
siguientes conclusiones: 
Cualquier otra agrupación familiar distinta de las anteriores no constituye unidad familiar a efectos del IRPF. 
Nadie podrá formar parte de dos unidades familiares al mismo tiempo. 
La determinación de los miembros de la unidad familiar se realizará atendiendo a la situación existente el 
día 31 de diciembre de cada año. 
Por tanto, si un hijo cumpliera 18 años durante el año, ya no formará parte de la unidad familiar en ese 
período impositivo. 
 
 
Los medios económicos serán valorados individualmente cuando el solicitante 
acredite la existencia de intereses familiares contrapuestos en el litigio para el que se 
solicita la asistencia. 
 
Para comprobar si se tiene derecho o no al beneficio, se tendrán en cuenta, además de 
las rentas y otros bienes patrimoniales o circunstancias que declare el solicitante, los 
signos externos que manifiesten su real capacidad económica. Para valorar la existencia 
de patrimonio suficiente se tendrá en cuenta la titularidad de bienes inmuebles siempre 
que no constituyan la vivienda habitual del solicitante, así como los rendimientos del 
capital mobiliario. 
 
Reconocimiento excepcional del derecho: En atención a las circunstancias de familia 
del solicitante, número de hijos o familiares a su cargo, las tasas judiciales y otros costes 
derivados de la iniciación del proceso, u otras de  análoga  naturaleza,  objetivamente  
evaluadas  y,  en  todo  caso,  cuando  el  solicitante ostente  la  condición  de  ascendiente  
de  una  familia  numerosa  de  categoría  especial,  la Comisión de Asistencia Jurídica 
Gratuita ante la que se presente la solicitud podrá conceder excepcionalmente, mediante  
resolución  motivada,  el  reconocimiento  del  derecho  a  las personas cuyos recursos 
e ingresos, aun superando los límites vistos antes, no excedan del quíntuplo del indicador 
público de renta de efectos múltiples (IPREM), teniendo en cuenta además la carencia 
de patrimonio suficiente. 
 
En las mismas condiciones señaladas en el párrafo anterior, se podrá reconocer el 
derecho  a  la  asistencia  jurídica  gratuita  atendiendo  a  las  circunstancias  de  salud 
del solicitante y a las personas con discapacidad señaladas en el apartado 2 artículo 1 
de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación 
y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, así como a las personas que 
los tengan a su cargo  cuando  actúen  en  un  proceso  en  su  nombre  e  interés,  
siempre  que  se  trate  de procedimientos que guarden relación con las circunstancias 
de salud o discapacidad que motivan este reconocimiento excepcional. 

https://www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio/_Segmentos_/Ciudadanos/Minimos__reducciones_y_deducciones_en_el_IRPF/Declaracion_conjunta_en_el_IRPF/Unidad_familiar.shtml
https://www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio/_Segmentos_/Ciudadanos/Minimos__reducciones_y_deducciones_en_el_IRPF/Declaracion_conjunta_en_el_IRPF/Unidad_familiar.shtml


 
En tales casos, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente determinará 
expresamente qué prestaciones del beneficio de Asistencia Jurídica Gratuita le son de 
aplicación al solicitante. 
 
 
Nota 3: La Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
universal de las personas con discapacidad quedó derogada, por lo que se debe entender que habrá que 
estar a lo dispuesto al efecto en el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión 
social. 
 
 
2. Personas físicas, excepciones: con independencia de su capacidad económica, se 
reconoce el derecho a: 
 
 En el orden jurisdiccional social, los trabajadores y beneficiarios del sistema de 

Seguridad Social, tanto para la defensa en juicio como para el ejercicio de acciones 
para la efectividad de los derechos laborales en los procedimientos concursales. 
Asimismo, el derecho a la asistencia jurídica gratuita se reconoce a los 
trabajadores y beneficiarios de la Seguridad Social para los litigios que sobre esta 
materia se sustancien ante el orden contencioso-administrativo. 

 Víctimas de violencia de género, de terrorismo y de trata de seres humanos en 
aquellos procesos que tengan vinculación, deriven o sean consecuencia de su 
condición de víctima; menores de edad y las personas con discapacidad intelectual 
o enfermedad mental cuando sean víctimas de situaciones de abuso o maltrato. 
Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la 
víctima, siempre que no fueran partícipes en los hechos. 

 
                A los efectos de la concesión del beneficio de justicia gratuita, la condición de víctima se adquirirá cuando se formule 
denuncia o querella, o se inicie un procedimiento penal, por alguno de los delitos a que se refiere esta letra, y se mantendrá 
mientras permanezca en vigor el procedimiento penal o cuando, tras su finalización, se hubiere dictado sentencia condenatoria. 
El beneficio de justifica gratuita se perderá tras la firmeza de la sentencia absolutoria, o del sobreseimiento definitivo o provisional 
por no resultar acreditados los hechos delictivos, sin la obligación de abonar el coste de las prestaciones disfrutadas gratuitamente 
hasta ese momento. 
En los distintos procesos que puedan iniciarse como consecuencia de la condición de víctima de los delitos a que se refiere esta 
letra y, en especial, en los de violencia de género, deberá ser el mismo abogado el que asista a aquélla, siempre que con ello se 
garantice debidamente su derecho de defensa. 

 

 Quienes a causa de un accidente acrediten secuelas permanentes que les impidan 
totalmente la realización de las tareas de su ocupación laboral o profesional 
habitual y requieran la ayuda de otras personas para realizar las actividades más 
esenciales de la vida diaria, cuando el objeto del litigio sea la reclamación de 
indemnización por los daños personales y morales sufridos. 

 Asociaciones que tengan como fin la promoción y defensa de los derechos de las 
víctimas del terrorismo, señaladas en la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de 
reconocimiento y protección integral a las víctimas del terrorismo. 

 
 
3. Personas jurídicas, sólo se podrá reconocer a: 
                
1.º Asociaciones de utilidad pública; 
2.º Fundaciones inscritas en el Registro Público correspondiente. 
 
Cuando careciendo de patrimonio suficiente, el resultado contable de la entidad en 
cómputo anual fuese inferior a la cantidad equivalente al triple del indicador público de 
renta de efectos múltiples (IPREM). 



 
 
Tendrán reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, sin necesidad 
de acreditar insuficiencia de recursos para litigar: 
 
1.- Cruz Roja Española. 
 
2.- Asociaciones de Consumidores y Usuarios, en los términos previstos en la legislación 
aplicable. 
 
3.- Asociaciones de utilidad pública que tengan como fin la promoción y defensa de los 
derechos de las personas con discapacidad, conforme a la legislación aplicable.  


